
La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter 
confidencial. En este contexto, es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, 
conforme a lo establecido en el artículo 30 de la Ley de Acceso a la Información Pública, se extiende la 
siguiente versión pública.













Para establecer si los hechos probados encajan en la norma administrativa sancionadora 
aplicable al caso, es necesario elaborar el juicio de tipicidad. 

Previo al análisis de la tipicidad de las conductas sancionables, se aclara que el mismo se 
encuentra circunscrito a la referencia de la ética pública, según la competencia otorgada al 
Tribunal, pues al trascender de este límite habrá otros tipos de sanciones en otras áreas del 
ordenamiento jurídico que ya no son de su competencia. 

Cuando se habla de Ética pública se refiere sencillamente a la ética aplicada y puesta en 
práctica en los asuntos del Estado. Es una ética aplicada a los servidores públicos, es decir, a 
personas que ocupan un cargo o empleo público. 

La Ética pública se refiere, entonces, a las actuaciones realizadas por los servidores 
públicos en el cumplimiento de sus funciones y deberes. 

EN CUANTO A LA PROHIBJCJÓN ÉTICA DE RETARDAR SIN MOTIVO 

LEGAL LOS TRÁITES O LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS ADMINISTRATIVOS. 

A fin de establecer los alcances de dicha noma, es procedente analizar los términos que la 
conforman. 

En viltud de lo anterior, se vuelve necesario conjugar los términos que conforman su 
tipificación para efectos sancionadores. Así, el verbo principal es retardar, que según el 
significado que da el Diccionario de la Real Academia Española, proviene de la raíz latina
retardare-, que significa diferir, detener, entorpecer, dilatar. 

El legislador acompaña a la prohibición de retraso la no existencia de motivo legal 

alguno. El término "motivo" aplicado al ámbito jurídico, es según el Diccionario Jurídico 
Abeledo-Perrot, sinónimo de "móvil", causa, fin, razón o fundamento de un acto. AJ enlazar 
ambos términos y en estricto sentido, en lo que se refiere a conductas humanas, motivo legal 
implica una causa, razón, o fundamento legal que autoriza, justifica, manda o impide hacer 
alguna acción u omisión. 

Es decir que si hubiere un motivo legal por el cual se fundamente un retardo, la conducta 
es justificada por la misma Ley. En este sentido, no basta analizar el simple retraso, sino que es 
necesario constatar que ese retraso no esté cubierto por una causa legal que Jo permita. Sólo si 
ese motivo legal justificado no existe, entonces habrá lugar a la sanción contemplada en la norma 
sancionadora que se analiza en la presente decisión. 

El objeto del retraso debe recaer necesariamente sobre dos situaciones: a) trámites 
administrativos; o b) prestación de servicios administrativos. 

Trámite es, según el Diccionario de la Real Academia Española, cada uno de los estados 
y diligencias que hay que recorrer en un negocio hasta su conclusión. Se entiende por servicios 

administrativos aquellos que se brindan de parte de los servidores públicos para dar satisfacción 
en forma regular y continua a cierta categoría de necesidades de interés particular o general, 
según corresponda. 
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principio de culpabilidad, principio que de acuerdo a la doctrina casi unánime resulta aplicable 
en el Derecho administrativo sancionador. El principio de culpabilidad, a la luz del derecho 
administrativo, representa que sólo podrá recaer sobre aquellas personas que han participado de 
fonna dolosa o culposa en los hechos constitutivos de la infracción. 

Aclara el Tribunal que en el ámbito de la culpa resultan sancionables aquellas conductas 
en las que se advierta al menos negligencia en algún asunto administrativo; por ello la idea de 
responsabilidad que se demanda de los funcionarios públicos para los efectos de la Ley de Ética 
Gubernamental es aquella diligencia en el trámite de un asunto administrativo; en otros términos, 
implica el cuidado en ejecutar con prontitud y diligencia la actividad encomendada por la Ley. 
(Artículo 4 letra h) de la LEG) 

En los anteriores términos, todo servidor público debe actuar con claro sentido del deber 
que le corresponde para el cumplimiento del fin público que compete a la institución a la que 
sirve y de las consecuencias de su actuación en relación con ese cometido institucional. El 
servidor público debe hacer un esfuerzo honesto para cumplir adecuadamente sus deberes. 
Cuanto más elevado sea el cargo que ocupa un servidor público, mayor es su responsabilidad 
para el cumplimiento de las funciones encomendadas por la Ley. 

En consecuencia, la acción del retardo señalada efectivamente es imputable al licenciado 
Carbilio Aníbal Paz en su calidad de inspector del Departamento de Inspecciones de la Unidad 
de Pensiones del lnstituto Salvadoreño del Seguro Social, pues está bajo su responsabilidad 
diligenciar la inspección solicitada a su persona desde el día 7 de mayo de 2009, dentro de un 
plazo máximo de 30 días. 

El retraso del licenciado Carbilio Aníbal Paz, hasta el día 14 de enero de 201 O, fecha en 
que fue presentada la denuncia, fue de 1 68 días hábiles aproximadamente; y el informe 
presentado por el denunciado el día I O de febrero del presente año a la jefatura del departamento 
de Inspección de la Unidad de Pensiones del ISSS representó un retardo de aproximadamente 
187  días hábiles, sin existir motivo legal que justifique su conducta, por lo que existe un nexo 
entre el hecho y la inactividad personal que originó el retardo en el trámite antes señalado, que 
hace posible de forma cierta e inequívoca la concreción de los hechos denunciados. 

IV. FUNDAMENTO DE LA SANCIÓN APLICABLE. 

Por lo tanto, corresponde emitir en esta decisión, un fal.lo de responsabilidad. 
Concluido el análisis del presupuesto fáctico y del jurídico, que constituyen el 

fundamento de la imposición de la sanción, corresponde ahora determinar la sanción que por tal 
motivo debe aplicarse. 

Los artículos 25 de la LEG y 63 del Reglamento de la misma establecen que el Tribunal 
sancionará con amonestación escrita al servidor público que en su condición de tal falte y/o 
incumpla, por primera vez, los deberes y prohibiciones de esta ley. 

Según los registros que para tal efecto lleva este Tribunal, esta es la primera vez que el 
licenciado Carbilio Aníbal Paz, inspector de la Unidad de Pensiones del Instituto Salvadoreño/) 1 1  
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